EL IRPF Y LA FISCALIZACION A DOMICILIO 
Es evidente que la reforma tributaria de reciente aprobación, concita el interés de los futuros contribuyentes del IRPF (Impuesto a la Renta de las Personas Físicas). 
Así, despertó especial inquietud la activa presencia de los inspectores de la DGI en locales comerciales ubicados en los balnearios -especialmente restaurantes- en horarios atípicos para la Administración Fiscal. En función de esta realidad, la inquietud de los futuros contribuyentes del IRPF se ubicó en torno a la eventualidad de una futura inspección en sus domicilios particulares. 
Naturalmente, la fiscalización de un impuesto de carácter "personal" como el IRPF implica centrar gran parte de las actividades inspectivas en el domicilio del contribuyente. 
De manera adicional, pasan a ser relevantes determinadas situaciones patrimoniales de los particulares, que hasta la fecha permanecían fuera de la esfera de fiscalización de la DGI. En efecto, salvo para los contribuyentes del Impuesto al Patrimonio, para el resto de los ciudadanos no existía la posibilidad de que un inspector de la DGI les tocara el timbre de su casa. En consecuencia, nos proponemos comentar los siguientes temas de interés para los futuros contribuyentes del IRPF: 
- las facultades de la DGI para inspeccionar el domicilio del contribuyente y sus límites. 
- los derechos constitucionales que amparan al contribuyente y las consecuencias jurídicas de su negativa a colaborar con el fisco. 
- la información que puede solicitar la DGI al contribuyente y a los terceros vinculados a éste y la información contenida en el PC del hogar. 
1. El domicilio de los particulares. 
Con el sistema tributario vigente, las inspecciones en el domicilio particular de los contribuyentes, sólo se verifican cuando: a) el referido domicilio coincide con el domicilio fiscal o asiento de la actividad gravada, b) cuando se trata de inspecciones vinculadas al Impuesto al Patrimonio de las personas físicas, y c) en el caso de las contribuciones especiales de seguridad social vinculadas con el servicio doméstico o con obras realizadas en el hogar. 
Cabe destacar que, a juicio de la DGI, también corresponde inspeccionar el domicilio particular, cuando este tiene el carácter de "domicilio constituido" por el contribuyente a los efectos tributarios. 
Para aclararle al lector: el domicilio fiscal es aquel donde el contribuyente desarrolla sus actividades gravadas, siendo definido por el legislador como "todo local, establecimiento, sucursal, oficina o anexos utilizados en el giro empresarial". 
El domicilio constituido "tiene una connotación más jurídica que económica. Es el sitio que el contribuyente ha elegido para conservar su documentación, libros, declaraciones juradas, etc. Es el vínculo que se establece para todo lo relacionado con citaciones, notificaciones...". 
En este sentido, se acepta que la DGI cuenta con amplias facultades para realizar inspecciones en el domicilio fiscal, pues así surge del artículo 68 del Código Tributario (CT): La Administración dispondrá de las más amplias facultades de investigación y fiscalización y especialmente podrá "D) Practicar inspecciones en bienes muebles o inmuebles detentados u ocupados, a cualquier título, por los contribuyentes y responsables. Sólo podrán inspeccionarse domicilios particulares con previa orden de allanamiento". 
A su vez, y a criterio exclusivo de la DGI, la facultad conferida por la norma trascripta se extiende también al domicilio constituido, lo que le permitiría inspeccionar el estudio de los profesionales donde constituyeron domicilio las empresas, aspecto controvertido por la doctrina. 
Corresponde destacar que, a criterio de la DGI, cuando el sujeto pasivo constituyó domicilio en su domicilio particular, "significa un consentimiento expreso que habilita el ingreso para requerir la documentación, pudiendo ser inspeccionado sin restricciones para los inspectores". Esta afirmación -errónea- de la DGI sobre la existencia de un consentimiento expreso para inspeccionar el domicilio de los particulares, cuando este tiene el carácter de domicilio constituido, fue rebatida en forma indiscutible por el Dr. Alberto Varela. 
Sin embargo, esta situación cambia cuando se trata del impuesto a la renta de las personas físicas porque, en este caso, el domicilio del contribuyente pasa a tener una relevancia especial a los efectos fiscales. En efecto, tratándose de un impuesto personal que grava todas las rentas de fuente uruguaya, donde la conformación del núcleo familiar también es fiscalmente relevante, el domicilio particular necesariamente pretenderá y deberá ser inspeccionado por la DGI. 
2. El artículo 11 de la Constitución Nacional. 
El artículo 11 de la Constitución establece que "El hogar es un sagrado inviolable. De noche nadie podrá entrar en él, sin el consentimiento de su jefe, y de día, solo de orden expresa de juez competente y en los casos determinados por la ley". 
Por otra parte, la Ley 18.083 en su artículo 62, modificó expresamente el literal A) del artículo 68 del CT, omitiendo referirse al literal D) del referido artículo, con lo cual nos atrevemos a afirmar que tal cual establece la norma vigente: "Sólo podrán inspeccionarse domicilios particulares con previa orden judicial de allanamiento". 
Esta situación no cambia por el hecho de que se pretenda fiscalizar el IRPF, ya que la DGI no puede ingresar al domicilio de los particulares sin previa autorización judicial, aun cuando el domicilio particular fuese simultáneamente, el domicilio fiscal de la actividad gravada. 
De lo expuesto se desprende que la única modificación que introducirá la reforma aprobada, es la obligación del contribuyente en cuanto a colaborar con el fisco, para que este pueda inspeccionar su domicilio, conforme lo establece el artículo 70 literal D) del CT. No obstante, si el contribuyente se ampara en lo establecido en el artículo 11 de la Constitución de la República y le niega el ingreso a los inspectores, únicamente verificará la infracción de contravención consagrada en el artículo 95 del CT y su conducta constituirá un agravante de la eventual infracción de defraudación. 
En conclusión, si el jefe o jefa del hogar no autoriza el ingreso de los inspectores, estos no pueden requerir el auxilio de la fuerza pública para ingresar, debiendo tramitar una orden judicial de allanamiento. 
3. Obligación de proporcionar información y facultades inspectivas. 
El literal A del artículo 68 del CT fue objeto de una interpretación expresa por parte de la Ley 18.083. En este sentido, el texto original y vigente del CT establece como facultad expresa de la Administración: "Exigir a los contribuyentes y responsables la exhibición de los libros, documentos y correspondencia comerciales, propios y ajenos, y requerir su comparecencia ante la administración para proporcionar informaciones". 
La norma interpreta que el literal A) del artículo 68 del CT, faculta a la Administración a exigir a los contribuyentes y responsables la exhibición de la información contable propia y ajena, así como las bases de datos informatizados, programas, registros y archivos informáticos, necesarios para fiscalizar el pago de los tributos. 
La norma interpretativa tiene por objeto incorporar dentro de las facultades de inspección, la información contenida en las computadoras, aspecto que ha generado innumerables discusiones con el fisco, especialmente en cuanto refiere a las facultades de incautar las mencionadas computadoras. 
Cuando la contabilidad se llevaba en libros de comercio, la aplicación de la norma no generaba ningún inconveniente, puesto que en ellos solo constaba información específica, que el fisco naturalmente tenía facultades de auditar. En cambio, desde que la contabilidad se lleva en computadoras, y en la medida que en estas se almacenan archivos de la más diversa naturaleza, se ha cuestionado el derecho de la DGI, tanto para copiar indiscriminadamente el disco duro de una computadora, como para incautar la máquina y llevársela para una inspección posterior. 
El conflicto de intereses se produce cuando en el computador existe información reservada de terceros, información privada ajena al presupuesto de hecho de los tributos fiscalizados y correspondencia con terceros. 
Por su parte, la DGI ha sostenido el derecho a fiscalizar todo el contenido de las computadoras y a incautarlas cuando lo crea conveniente, y así lo expresa en un informe de su sala de profesionales. A nuestro juicio, tratándose de la fiscalización del IRPF, la DGI no podrá copiar la información del PC de la familia sin el consentimiento de su titular y mucho menos incautarlo. 
En el mismo puede haber información personal de sus titulares y, además, puede constar copia de la correspondencia electrónica, la que se encuentra especialmente protegida por el artículo 28 de la Constitución. 
Como puede notarse, la puesta en práctica de la reforma tributaria no presupone la derogación de aquellas normas de rango constitucional y legal que protegen el domicilio particular de los ciudadanos. 
En el próximo artículo analizaremos, las facultades de la Administración para inspeccionar aquellos hechos no vinculados directamente con la generación de la renta y que por constituir un gasto -la compra de un auto 0 km-, pueden ser meros indicios de la existencia y cuantía de la misma. 
¿Estará obligado el contribuyente a probar fehacientemente de dónde obtuvo el dinero para comprarse un auto? 
